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con reiteración afirma el solicitante de amparo. la Sec­
ción Sexta Bis de la Audiencia Provincial de Madrid. sino
que se mantuvo el órgano judicial existente, procedién­
dose a una reorganización en su composición para evitar
la paralización de los asuntos de los que estaba cono­
ciendo, a los efectos de evitar el evidente y grave daño
que ello produciría, en especial a los justiciables, y en
definitiva, a la sociedad.

Así las cosas, no hay referencia con fundamento legal
alguno en el recurso, a las circunstancias concurrentes
en los Magistrados que formaron el Tribunal que juzgó
al demandante de amparo, lo que, en su caso y de pro­
ducirse, hubiera podido dar lugar a un supuesto legal
de recusación o de abstención, que constituye algo com­
pletamente diferente al tema que ahora el recurrente
plantea.

2. El derecho al proceso debido se refiere, en este
caso, en la dirección indicada con anterioridad por el
recurrente, a la creación de un órgano judicial distinto
para conocer de las actuaciones judiciales penales, en
lugar de aquél al que legalmente le correspondería dicho
conocimiento. Pero ya ha quedado dicho que no existió
creación alguna de un órgano judicial «ex novo», sino
que lo que verdaderamente ocurrió fue algo tan sencillo
y normal. como es un aumento temporal del número
de magistrados y secretarios adscritos a la Sección, en
función de las necesidades del servicio judicial.

Cosa distinta, como también se ha dicho. es que
hubiera podido concurrir en alguno de los Magistrados
intervinientes alguna causa de recusación, que en razón
al cambio producido en la composición habitual de la
Sección, no hubiera podido hacerse valer procesalmente
en su momento. Pero no es éste, como ya se ha indicado,
el supuesto aquí contemplado. La lesión constitucional
es alegada por el demandante en amparo, desde la pers­
pectiva de la creación de un órgano judicial no prede­
terminado por la Ley, lo que, como ya se indicó, no
fue así.

3. Las siguientes alegaciones se basan concreta­
mente, en la falta de motivación de la Sentencia de ins­
tancia con respecto al grado y a la cuantía de la pena
impuesta.

Es, en efecto, exigencia ineludible de las resoluciones
judiciales que adoptan la forma de Autos o Sentencias,
el proceder a su motivación. Esta no es un simple com­
plemento de la decisión de Jueces y Tribunales, sino
que constituye un elemento decisivo en la formación
de tales resoluciones, reconocida y establecida consti­
tucionalmente en el art. 120.3, y que contribuye deci­
sivamente a dotar de una relevante significación a la
decisión judicial, explicando el porqué de la convicción
alcanzada respecto de los hechos probados, esto es,
en lo atinente a la determinación de las pruebas en las
que el órgano judicial se ha basado para llegar a la exis­
tencia de los mismos, así como en lo referente a los
fundamentos de derecho, razonando el proceso de sub­
sunción de los hechos probados en las correspondientes
normas jurídicas, e incluso el uso que se hace del arbitrio
judicial en los casos en que éste procede.

No se aprecia en el presente caso vulneración alguna
del derecho fundamental invocado (art. 24.1 C.E.) pues
la Sentencia que se impugna está motivada como se
desprende de sus propios fundamentos jurídicos en los
cuales el órgano judicial de manera perfectamente razo­
nada ha llegado a la conclusión de que la pena aplicable
al supuesto enjuiciado es la de prisión menor en su grado
mínimo o medio (es decir, con exclusión del máximo)
que discurría entre los seis meses y un día, y los cuatro
años y dos meses, siendo el recorrido potencial de la
pena de cuarenta y cuatro meses. Pues bien, no con­
curriendo otras circunstancias modificativas de la res-

ponsabilidad criminal, el Tribunal había de tomar en con­
sideración los criterios antes expuestos, y como con­
secuencia de ello, le impuso una pena de prisión de
veinticuatro meses, lo que supone en la práctica, que
se situara la misma en su aproximada mitad.

La estafa producida tenía un contenido económico
de unos 205 millones de pesetas por lo que aún habien­
do sido estimable que el Tribunal hubiera hecho refe­
rencia expresa a este concreto dato, y a la propia per­
sonalidad del sujeto, no cabe duda de que de la misma
Sentencia - y toda ella es un todo inescindible - se
obtiene la conclusión inequívoca de por qué, aún habien­
do optado por el grado mínimo de la pena de prisión
menor (que se concretaba en la pena de seis' meses
y un día a dos años y cuatro meses), la impuso en las
cotas' más altas de ese mínimo, aunque sin llegar a la
imposición en el máximo permitido que, C0l)10 ya quedó
dicho, pudo recorrer mediante la oportuna motivación,
tomando en consideración que si el nivel de cualificación
por razón de la cuantía se situó en aquél momento, en
el Tribunal Supremo, en la cantidad de 6 millones de
pesetas, los 205 millones del caso que'nos ocupa, supo­
ne multiplicar dicha cifra por 34.

En estos términos la decisión es absolutamente con­
forme a la legalidad y no se detecta por consiguiente
la vulneración constitucional denunciada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD OUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Miguel Ángel
Pérez Aznar.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a veintiséi~ de noviembre de mil
novecientos noventa y seis.-Alvaro Rodríguez Berei­
jo.-Vicente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enri­
que Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Parga y Cabre­
ra.-Pablo García Manzano.-Firmados y rubricados.

67 Sala Primera. Sentencia 194/1996, de 26 de
noviembre de 1996. Recurso de amparo
255/1996. Contra providencia del Juzgado
de Primera Instancia núm. 3 de Valladolid en
Autos de divorcio, que inadmite recurso de
reposición interpuesto contra el Auto dictado
por dicho Juzgado. Vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva: Inadmisión inde­
bida de recurso de reposición.

La Sala.Pri,mera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente, don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villa Ión, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Pablo García Manzano, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo 255/96 interpuesto por don
Santiago Jiménez Castañón, represent,ado por el Pro­
curador de los Tribunales don Emilio Alvarez Zancada
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y asistido del Letrado don Santiago Díez Martínez, contra
la providencia de 22 de diciembre de 1995, del Juzgado
de Primera Instancia núm. 3 de Valladolid, en los autos
de divorcio 484/88 por el que se inadmite el recurso
de reposición interpuesto contra el Auto de 15 de diciem­
bre de 1995. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Magistrado don Vicente Gimeno Sendra,
qUien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 19 de
enero de 1996, se interpuso el recurso de amparo que
se deja mencionado en el encabezamiento y que se fun­
damenta en los siguientes hechos:

al En los autos de divorcio 484/88, el ahora deman­
dante del amparo solicitó que se dejasen sin efecto las
pensiones alimenticias reconocidas en su día en la Sen­
tencia en favor de sus hijos al haber alcanzado la mayoría
de edad, a la vez que solicitaba la reducción de las can­
tidades a pagar por los atrasos impagados.

Tras diversas vicisitudes procesales, el Juzgado de
Primera Instancia núm. 3 de Valladolid dictó Auto el
15 de diciembre de 1995 por la que acordó suspender
el pago de la pensión alimenticia de dos de los hijos
del actor, y mantener dicha pensión respecto de otros
dos de los hijos.

bl Por escrito presentado el 21 de diciembre de
1995 e! ahora demandante del amparo interpuso, contra
el referido Auto recurso de reposición en el que expre­
samente se citaba en su encabezamiento que el recurso
de fundaba en la «infracción del art. 149 del C.C., pre­
cepto sus!antlvo aplicable al caso», y en las alegaciones
se exponlan las razones por las cuales, a juicio del
recurrente, este precepto había resultado desconocido
por la resolución judicial impugnada.

cl Por providencia de 22 de diciembre de 1995
n?tificada el 28 de diciemb.r~ de 1995, elJuzgado acor~
do no haber lugar a admitir el recurso de reposición
Interpuesto por la defensa de don Santiago Jiménez Cas­
tañón «al no citarse la disposición infringida de la L.E.C.,
conforme a lo dispuesto en el arto 377 del referido texto
legal».

2. La demanda funda la queja de amparo en que
el Juzgado, al declarar no haber lugar a admitir el recurso
de reposición interpuesto contra el Auto de 15 de diciem~

bre. de. 1995, por no citarse en el recurso la disposición
infringida de la Ley de Enjuiciamiento Civil, ha vulnerado
el derecho a la tutela judicial efectiva reconocido en
el art. 24.1 C..E., por partir de una interpretación rigorista
y desproporcionada del art. 377 L.E.C. que no tiene en
cuenta la finalidad de esta norma, puesto que si el recur­
so se fundaba en la infracción de una norma sustantiva
o de fondo, cual era el derecho de opción que concede
el arto 149 del C.C. a quien está obligado a prestar ali­
mentos, precepto que expresamente se consideraba apli­
cable al caso, no procedía citar norma procesal alguna
como infringida.

3. Por providencia de 25 de marzo de 1996 la Sec­
ción Primera acordó admitir a trámite el presente 'recurso
y tener por parte al Procurador comparecid0 en nombre
del recurrente y, de conformidad con el arto 51 LOTC
requirió al Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Valla~
dolid para que remitiese testimonio de los autos 484/88;
Interesando al propio tiempo el emplazamiento de cuan­
tos fue~9n parte en el proceso judicial antecedente, con
excepclon del recurrente, para que pudieran comparecer
en este proceso constitucional en el plazo de diez días.

4. Por providencia de 20 de mayo de 1996, se acor­
dó tener por recibidas las actuaciones solicitadas, y dar

vista de las mismas al recurrente y al Ministerio Fiscal
para que en el plazo común de veinte días pudieran
presentar las alegaciones que estimaran procedentes.

5. Por escrito presentado el 5 de junio de 1996,
el recurrente, tras concretar los hechos de la demanda
reitera la existencia de la violación del derecho a la tutel~
j~di?ial efectiva al haberse inadmitido el recurso de repo­
SICIOn P?r n.o citar el precepto de la Ley de Enjuiciamiento
CIVil infringido, c~ando ello era improcedente puesto que
lo que .se dlscutla con el recurso interpuesto era la vul­
neraclon de la norma contenida en el arto 149 del C.C.,
lo que supone una aplicación del arto 377 L.E.C. contraria
al arto 24.1 C.E. conforme a la doctrina constitucional
contenida en las SSTC 69/1987, 113/1988,
162/1990.172/1995.

6. P~r su parte, el Fiscal, mediante escrito registrado
el 11. de Junio de.1996, Interesa la concesión del amparo
soliCitado. A su JUicio. la doctrina constitucional conso­
lidada. mantiene que el último inciso del art. 377 L.E.C.,
debe Interpretarse de conformidad con el sentido y fina­
lidad de la ':l?rma, es de.cir, que cabe impugnar una mis­
l)1a resoluclon por motivos de forma y fondo en cuyo
ultimo caso se convierte en inútil la cita de un precepto
procesal no infringido o no cuestionado. Todo ello de
conformidad con la doctrina constitucional que se infiere
de las SST~ 16Y1990, 69/1987, 113/1988, que es
de plena aplicaclon al caso. El Juzgado inadmite el recur­
so de reposición única y exclusivamente porque el actor
no ha citado el precepto procesal vulnerado de acuerdo
con el arto 377 de la L.E.C. El examen del escrito inter­
poniendo dich~ rec.urs~,Permite afirmar que lo que se
Impugna es la I~aplicaclon del art. 149 del Código Civil,
precepto d~ cara.cter sustantivo y no procesal, en cuanto
regula el ejerCICIo del derecho de opción del obligado
a la forma de prestar alimentos a los hijos. No se podía
Impugnar el Auto en base a la infracción de una norma
procesal porque dicha resolución no había vulnerado nin­
gún preceptode esa naturaleza, es decir que, de acuerdo
con la doctrina constitucional. si la interposición del
recurso de reposición se funda en la infracción de pre­
ceptos sustantivos, como sucede en este supuesto, no
es pos.I~le la eXigencia literal de ese requisito. La inter­
pretaclOn que ha hecho el órgano judicial de la exigencia
del art. 377 de la L.E.C., es una interpretación no con­
gn-!':lnte con el sentido y finalidad del recurso de repo­
~Iclon que se fundaba en un precepto sustantivo. y esta
Il}congruencla supone u~ excesivo formalismo y rigo­
rismo en la Interpretaclon de la norma aplicable que
Impide al actor el acceso a un recurso que le atribuye
la ley. Esta interpretación judicial, formalista, rigurosa
y desproporclon¡~da.sul?one que el actor no pueda impug­
nar una resoluclon JudiCial y esta Imposibilidad produce
la falta de una respuesta adecuada a su pretensión lo
Cjue d~t~!mina su indefensión. La resolución judicial de
lnadmlSlon, fundada en el incumplimiento del requisito
de la alegación del precepto infringido, cuando el recurso
I~pugna el .tondo de la resolución por motivos sustan­
tlVOSY n~ .Ia IIlfracción de ningún precepto procesal resul­
ta Injustificada y desproporcionada atendida la natura­
leza, espíritu y finalidad de la norma por lo que vulnera
el derecho fundamental consagrado en el arto 24.1 de
la Constitución.

7. Por providencia de 25 de noviembre de 1996
se ?cordó ,señalar el. ~iguiente día 26 de noviembre para
dehberaclon y votaclon de la presente Sentencia.

11. Fundamentos jurídicos

. 1. El presente recurso de amparo se contrae a di!u­
cldar si la providencia de 22 de dicierOlbre de 1995 oar
la que el Juzgado acordó no haber lugar él admití; e,
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recurso de reposición formulado por el recurrente contra
el Auto de 15 de diciembre de 1995, «al no citarse
la disposición infringida de la LEC., conforme a lo dis­
puesto en el art. 377 del referido texto legal», ha vul­
nerado el derecho a la tutela judicial efectiva.

2. Para resolver esta pretensión de amparo debe
recordarse que este Tribunal ha tenido ya ocasión de
señalar que la exigencia que el arto 377 LEC. impone
a quien formula un recurso de reposición de citar expre­
samente en el escrito de interposición la disposición de
la Ley de Enjuiciamiento Civil infringida por la resolución
recurrida, no debe exigirse de un modo rígido y forma­
lista, que desconozca la finalidad que se persigue con
este requisito. por lo que cuando a través del recurso
de reposición lo que se impugne no sea el incumpli­
miento de una norma de carácter procesal sino la infrac­
ción de un precepto sustantivo. que tenga relación con
el fondo de la cuestión debatida y llO con el procedi­
miento seguido, no cabe exigir al recurrente que cite
expresamente un precepto o disposición concreta de
la Ley procesal; afirmar lo contrario significaría tanto
como obligarle a citar imaginarias infracciones de pre­
ceptos procesales. Por consiguiente, cuando el recurso
se fundamente exclusivamente en la infracción de pre­
ceptos sustantivos, no existe obligación alguna de citar
normas procesales que no han sido vulneradas, razón
por la cual la inadmisión en estos casos del recurso
de reposición con apoyo en el art. 377 L.E.C.. resulta
contraria al derecho a la tutela judicial efectiva. de la
que forma parte el derecho de acceso a los recursos
legalmente establecidos cuando se cumplan los requi­
sitos y presupuestos establecidos por las leyes proce­
sales (SSTC 69/1987, 113/1988, 162/1990.
213/1993,172/1995).

3. La aplicación de la citada doctrina constitucional
debe llevar sin más a la concesión del amparo solicitado
en el presente recurso, pues, fundándose el recurso de
reposición en la infracción por el Juzgado de la norma
contenida en el arto 149 del C.C.. como así se hacía
constar expresamente en el encabezamiento del escrito
de interposición, resultaba inútil e improcedente la cita
de un precepto procesal que no había sido infringido,
toda vez que, en definitiva, lo que el recurrente denun­
ciaba en el recurso era la vulneración de la citada norma
sustantiva.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Santiago Jimé­
nez Castañón y, en su virtud:

1.0 Reconocer el derecho del recurrente a la tutela
judicial efectiva y, en consecuencia, su derecho a que
por el Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Valladolid,
no se inadmita el recurso de reposición que intentó con­
tra el Auto de 15 de diciembre de 1995 recaído en
los autos de divorcio 484/88. por el incumplimiento
de lo previsto en el art. 377 L.E.C.

2.0 Declarar la nulidad de la providencia de 22 de
diciembre de 1995 dictada en dicho procedimiento y
de las actuaciones posteriores a fin de que por el referido
Juzgado se dicte la resolución, que en Derecho proceda,
respecto al mencionado recurso de reposición.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a veintiséis de noviembre de mil
novecientos noventa y seis.-Álvaro Rodríguez Berei­
jo.-Vicente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enri­
que Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Parga y Cabre­
ra.-Pablo García Manzano.-Firmados y rubricados.

68 Pleno. Sentencia 195/1996, de 28 de
noviembre de 1996. Recurso de inconstitu­
cionalidad 1.279/1988. Promovido por el
Gobierno Vasco contra determinados precep­
tos de la Ley 8/1988, de 7 de abril, sobre
Infracciones y Sanciones en el Orden Social.

El pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don José
Gabaldón López, don Fernando García-Mon ,y Gonzá­
lez-Regueral. don Vicente Gimeno Sendra, don Rafael
de Mendizábal Allénde, don Julio Diego González Cam­
pos, don Pedro Cruz Villalón, don Caries Viver Pi-Sunyer,
don Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga
y Cabrera, don Tomás S. Vives Antón, y don Pablo García
Manzano, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 1.279/88,
interpuesto por el Gobierno Vasco, representado por su
Abogado don José Antonio Alberdi Larizgoitia, contra
la Ley 8/1988, de 7 de abril, sobre infracciones y san­
ciones en el orden social. El Gobierno de la Nación ha
estado representado por el Abogado del Estado, y ha
sido Ponente el Magistrado don Tomás S. Vives Antón,
quien expresa el parecer del Tribunal.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado el 15 de julio de
1988, el Gobierno Vasco, representado por el Letrado
referido, dedujo recurso Gle inconstitucionalidad frente
a los preceptos que se dirán de la Ley 8/1988, de 7
de abril. sobre infracciones y sanciones de orden social.
fundamentando su pretensión en las consideraciones
que a continuación, y sintéticamente, se recogen:

A) En una primera aproximación, se destaca que
la Ley recurrida ha pretendido, según resulta de la Expo­
sición de Motivos, agrupar homogéneamente las con­
ductas contrarias al orden social. concepto que se toma
de la organización judicial diseñada por la L.O.P.J. Sea
como sea, la locución «orden socia!» que se emplea para
delimitar su contenido no está presente entre los con­
ceptos que el sistema de listas del bloque de la cons­
titucionalidad utiliza para repartir competencias en el
Estado de las Autonomías. Esta falta de sintonía de la
Ley con el Estado de las Autonomías, a las que sólo
se cita para salvar sus competencias de ejecución de
la legislación laboral -como si carecieran de otras en
el orden social-, lleva a entender que la Ley ha pensado
en realidad en acotar el ámbito sancionador de la Auto­
ridad Administrativa Laboral y, más en concreto, el de
actuación tradicional de la Inspección de Trabajo. En
cualquier caso, la falta de arraigo del concepto «orden
socia!» en el reparto de competencias entre Estado y
Comunidades Autónomas obliga a realizar un análisis


